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CONCLUSIONES 
Y PROSPECTIVA

Primera

Conforme a la teoría institucionalista, el análisis longitudinal de 
las sentencias de la SCJN en materia de discapacidad para las per-
sonas interdictas y con tutelas permite identificar tres tendencias 
respecto de la evolución de estas resoluciones, las cuales van desde 
una posición moderada propicia para la reforma de las institucio-
nes hasta una postura radical de desinstitucionalización mediante 
la declaración de inconstitucionalidad de esas instituciones, lo cual 
denominé “abrogación” vía judicial.

Así, en los primeros años, la Corte favoreció una interpretación 
conforme a la CDPD de las instituciones de la interdicción y la tu-
tela; de esta manera, permitió su adaptación al nuevo modelo de 
discapacidad social de la Convención, ante la insuficiencia de la 
legislación para construir las nuevas instituciones requeridas por 
el tratado internacional.

En un segundo momento, cuando los jueces de distrito y los 
tribunales colegiados se inclinaban decididamente por la interpre-
tación conforme, a través de su facultad de atracción, la SCJN de-
claró sucesivamente la inconstitucionalidad de los artículos rela-
tivos a la interdicción y a la tutela de cuatro entidades federativas 
(CDMX, Estado de México, Aguascalientes y Jalisco) e instruyó 
a los tribunales locales para implementar el nuevo modelo de la 
discapacidad de la Convención de manera directa sin la existen-
cia de la legislación adecuada; esta actitud de los ministros ex-
hibió una posición relativamente drástica por parte de la SCJN: 
drástica para las entidades donde se abrogaban las instituciones 
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tradicionales, pero moderada para otros estados donde seguían 
operando.

Finalmente, en el tercer momento durante 2021, mediante 
la emisión de jurisprudencias por precedente, la SCJN declaró la 
inconstitucionalidad las instituciones de la interdicción y la tutela 
a nivel nacional. En este momento, la SCJN ya no optó por la re-
forma y el ajuste incremental de las instituciones, sino por una vía 
radical de desinstitucionalización, aun cuando se carecía de la le-
gislación indispensable a nivel nacional y estatal para la creación 
del nuevo modelo social, de apoyos y salvaguardias contenido en 
la Convención.

Además, conforme a la teoría del precedente, y por referirse 
a hechos diferentes, es muy controvertible que las jurisprudencias 
producidas en los amparos en revisión 4/2021 y 4193/2021 sean 
aplicables a todos los casos de discapacidad y sistemas de apoyo. 
En efecto, en la aplicación del precedente no bastan razonamien-
tos jurídicos semejantes, sino también debe existir similitud entre 
hechos, ya que discapacidades diferentes generan hechos distin-
tos; en otras palabras, no se puede tratar a todas las discapacida-
des de igual manera sin violentar el principio constitucional de 
igualdad jurídica.

Probablemente, la intención de la SCJN de abrogar por vía 
judicial a dos instituciones históricas para la asistencia de la dis-
capacidad, obedeciera a la necesidad de incentivar a los órganos 
legislativos federal y de las entidades federativas a emitir la le-
gislación civil y familiar necesarias para la implementación del 
nuevo modelo; sin embargo, la precipitación de esta decisión, 
en realidad, terminó dejando sin instituciones de asistencia a 
las PsD con requerimientos de apoyos mayores, obligando a los 
jueces y tribunales locales a improvisar la aplicación de la Con-
vención, sin la experiencia y el apoyo legislativo necesarios para 
tal efecto.

Este vacio institucional persiste hasta el día de hoy en la juris-
dicción local, máxime que el Código Nacional de Procedimien-
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tos Civiles y Familiares fue promulgado hasta el 7 de junio de 
2023 en el DOF, y entrará en vigor gradualmente tanto a nivel 
federal como local previa declaratoria de los órganos legislativos 
correspondientes, sin exceder del 1o. de abril de 2027. Conforme 
al nuevo modelo de la CDPD, este Código ya no contempla las 
instituciones de interdicción ni tutela, y sólo se refiere a la desig-
nación de apoyos extraordinarios.

Sin embargo, ni la LGIPD ni las leyes para la inclusión de 
las PsD de las entidades federativas contemplan las disposicio-
nes suficientes para la construcción del entramado institucional 
indispensable para garantizar la implementación del modelo de 
apoyos ni el sistema de salvaguardias requerido para el acceso a 
los derechos humanos de las PsD, particularmente de las PDMS.

Segunda

Las declaraciones de inconstitucionalidad realizadas por 
la SCJN en materia de discapacidad produjeron un sistema de 
“abrogación” normativa proveniente de órgano distinto al Le-
gislativo. Es decir, ni el legislador federal ni local fueron quienes 
establecieron las pautas para la sustitución de las instituciones 
tradicionales para la asistencia de las PsD y la plena incorpora-
ción de la CDPD al sistema jurídico mexicano; esta se realizó 
mediante la declaración de nulidad de las correspondientes ins-
tituciones vía judicial.

Estas declaraciones de inconstitucionalidad en la praxis impli-
caron la abrogación de las instituciones tradicionales para la asis-
tencia de la discapacidad sin que el Estado mexicano, a través de 
los poderes legislativos y ejecutivo, diseñara con anticipación las 
nuevas instituciones requeridas para la adopción del modelo so-
cial de la CDPD. Esto exhibió una ausencia de coordinación entre 
los poderes constituidos para el cumplimiento de las obligaciones 
internacionales, con graves repercusiones para la asistencia de las 
PsD cuya materia es de atención urgente en los tribunales del fuero 
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común, a las cuales se les dejó sin las instituciones suficientes para 
la asistencia requerida.

Tercera

El presente estudio longitudinal exhibe un abierto activis-
mo de la SCJN en las materias civil y familiar, tradicionalmente 
asuntos del fuero común en un estado federal, y podría significar 
una abierta injerencia de la federación en materias de compe-
tencia local. Esto porque las materias de interdicción y tutela de 
PsD están asociadas a las dinámicas y conformaciones familiares.

Además, este activismo judicial compite abiertamente con 
los otros órganos políticos del Estado, particularmente con los ór-
ganos legislativos federal y estatales, los que compete producir la 
legislación en esas materias. La politización de la SCJN en temas 
tan sensibles como la discapacidad y los derechos de las mino-
rías sin obtener los suficientes consensos sociales e institucionales, 
probablemente esté en el origen de la disputa entre los poderes 
estatales que provocaron la reforma estructural del Poder Judi-
cial federal publicada en el DOF el 15 de septiembre de 2024. 
Para comprobar esta hipótesis son indispensables más estudios 
longitudinales sobre las sentencias de la SCJN para determinar 
el comportamiento político de la SCJN en otras materias de alto 
impacto nacional, como la conformación de las estructuras fami-
liares, el gasto público o la seguridad pública, por mencionar sólo 
algunos ejemplos sustantivos.

Cuarta

Aunque son bienvenidos el reconocimiento de la plena capa-
cidad jurídica de las PsD y el nuevo MATD de la Convención, 
reproducidos en las sentencias examinadas, esto no garantiza per se 
el acceso al resto de los derechos humanos de estas personas mien-
tras no se construyan las instituciones requeridas por el artículo 



CONCLUSIONES Y PROSPECTIVA 179

12 de la CDPD para crear un sistema de apoyos, salvaguardias y 
ajustes necesarios para las PsD conforme al nuevo modelo social 
de la Convención. La creación de ese sistema implicaría la crea-
ción de un Sistema Nacional de Cuidados para asistir y auxiliar 
a los cuidadores y personas de apoyo en la asistencia de las PsD, 
particularmente a las PDMS; de otra manera, se estaría en grave 
riesgo de incumplir con los compromisos internacionales asumi-
dos al suscribir la CDPD.

Para la construcción del Sistema Nacional de Cuidados es 
importante una reforma fiscal que permita destinar recursos a 
su construcción y consolidación, lo cual es cada vez más urgen-
te frente a la transición demográfica y el incremento porcentual 
de la población mayor de sesenta años, de la cual un porcentaje 
significativo padecerá algún tipo de discapacidad. Al respecto, 
ante el activismo judicial de la SCJN en materia de discapacidad, 
sorprende la ausencia de medidas fiscales y económicas para la 
construcción de ese sistema de cuidados por vía judicial, lo cual 
sí sucedió, por ejemplo, en la atención de los pacientes con VIH 
(amparo en revisión 378/2014), donde se instruyó a la Secretaría 
de Salud para redirigir su presupuesto para construir un pabellón 
especializado para esta población en el Instituto Nacional de En-
fermedades Respiratorias.

Quinta

A escala global se carece de evidencia empírica suficiente so-
bre la eficacia del MATD para determinar si realmente empo-
dera a las PDMS. La lentitud o pausa establecida en las inves-
tigaciones sobre los MATD, sobre todo para PDMS, subraya la 
necesidad de probar primero este modelo antes de aplicarlo, no 
sólo para los países de altos ingresos, sino también para los de 
mediano y bajo, y de esta manera evitar la disociación observada 
entre las legislaciones nacionales y estatales con las disposiciones 
de la CDPD.
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Sexta

Conforme al análisis longitudinal de las sentencias, la SCJN 
en sus resoluciones privilegia el modelo social de la CDPD so-
bre el modelo de derechos humanos proveniente del resto de los 
tratados internacionales en materia de derechos humanos; esto 
puede ser particularmente grave para las PDMS.

Así, del análisis longitudinal de las sentencias de la SCJN, es 
evidente que su impacto podría resultar negativo para el acceso 
a los derechos humanos de las personas con demencia, como se 
demostró en el capítulo seis. Asimismo, se podrían violar diver-
sos derechos humanos de las PDMS, como se demostró en el 
capítulo siete; entre los derechos susceptibles de afectación se en-
cuentran los siguientes: consentimiento informado, el acceso al 
nivel más alto de salud posible, derecho a la libertad y seguridad 
jurídica, derecho a la justicia, derecho a la vida, e incluso podrían 
provocar el incremento del estigma y la discriminación en algu-
nos contextos, como el carcelario o comunitario.

Por ejemplo, la presunción de plena capacidad jurídica de 
las PDMS las sometería ipso facto al sistema de justicia penal. Si 
se asume que una persona con discapacidad mental grave siem-
pre tiene autonomía, entonces la competencia para ser juzga-
do criminalmente y la responsabilidad penal por sus acciones 
se desprenden necesariamente de ello sin operar la excluyente 
de responsabilidad correspondiente. Se debe reconocer que una 
PDMS con frecuencia se encuentra imposibilitada para conocer 
la naturaleza de los hechos delictivos porque su voluntad se en-
cuentra alterada, lo cual le puede orillar a realizar una conducta 
típica y antijurídica.

Así, la interpretación judicial de que todas las personas, par-
ticularmente las PDMS, poseen las habilidades necesarias para 
evaluar los riesgos generados por sus comportamientos para sí y 
otras personas, pone en peligro el acceso a los derechos humanos 
de esta población y de sus personas de apoyo. En consecuencia, 
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la SCJN debería generar nuevos criterios y jurisprudencias espe-
cíficos para personas por grave discapacidad mental, facilitando 
la colaboración tanto de los profesionales de la salud como del 
personal de apoyo, de los familiares y de los correspondientes gru-
pos e instituciones de asistencia.

Impedir estos ajustes razonables a la capacidad jurídica de las 
PDMS violentaría el artículo 4o. de la CDPD, el cual dispone que

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará disposi-
ciones que sean más propicias para la realización de los derechos 
de las personas con discapacidad y que puedan estar contenidas 
en la legislación de un Estado parte o en el derecho internacional 
vigente para ese Estado. No habrá restricción ni menoscabo de 
ninguno de los derechos humanos y libertades fundamentales re-
conocidos o existentes en cualquier Estado parte en virtud de la 
presente Convención…

En consecuencia, una correcta interpretación de la Conven-
ción por los Estados parte debería permitir la toma de decisiones 
sustitutiva para las PDMS, siempre que éstas cumplan con cier-
tos criterios y estén sujetas a salvaguardias adecuadas.

Séptima

Los criterios judiciales sobre PsD deberían considerar los de-
rechos humanos de los cuidadores y de las personas de apoyo, 
porque son parte vital de la implementación del MATD conteni-
do en la CDPD. Como se demostró en la presente investigación, 
los cuidadores familiares y personas de apoyo experimentan un 
sensible deterioro en su bienestar emocional, físico y material, 
desarrollo personal, autodeterminación y relaciones interperso-
nales. Este deterioro afecta negativamente su calidad de vida que 
debería ser atendido conforme al nuevo modelo de discapacidad 
y reconocido por la OMS.
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Octava

En ninguna de los casos examinados la SCJN se allegó de 
las evidencias científicas y/o de las opiniones expertas necesarias 
para determinar la situación específica de las PsD; al respecto, 
es importante considerar que cada caso de discapacidad presen-
ta una situación específica y contextualizada; así las medidas de 
apoyo y salvaguardias requieren, con frecuencia, de los estudios y 
las evidencias científicas para su adecuada implementación.

La sustitución del modelo médico por el modelo social no 
exime a la autoridad jurisdiccional de allegarse de las evidencias 
científicas y las opiniones expertas necesarias para confeccionar 
el modelo de apoyos conveniente en cada caso concreto; de otra 
manera, los apoyos y las salvaguardias serían disfuncionales para 
las discapacidades en lo particular y no garantizarían el acceso 
de la PsD a sus derechos humanos.

El presente análisis longitudinal de sentencias demuestra 
cómo la SCJN fue inconsistente con su política judicial de alle-
garse de las evidencias científicas necesarias para la protección 
de las personas, como sí lo hizo en otras materias sensibles du-
rante la décima y undécima época; si no se permiten estos ajustes 
a la capacidad jurídica, se estaría violentando el artículo 4o. de 
la CDPD.




